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Una filtración puede ser eficaz si arroja
luz sobre un asunto importante, incluso si
perjudica a alguien, siempre que el valor
de la verdad sea el de ma-
yor preponderancia y el
interés público en juego
sea significativo. Muestra
de ello, el tan conocido
caso Watergate y otros
ejemplos que refieren a
vidas y salud en riesgo;
actos de corrupción es-
candalosos; tráfico de in-
fluencias, conflictos de interés y falta de
probidad en el accionar con fondos públi-
cos, entre otros.

Cabe destacar además que las filtracio-
nes no son exclusivas del ámbito periodís-
tico, sino que cada vez con mayor frecuen-
cia se observan en el ámbito legal (fiscales
y abogados), en el de las negociaciones po-
líticas e incluso en los Estados.

Pareciera, entonces, demasiado frágil la
idea de que el ejercicio periodístico o las
funciones del periodista se limitan a trans-
cribir lo que otros han dicho o lo que otros
quieren que se sepa. El periodismo de in-
vestigación se realiza a partir de un vasto
ejercicio de búsqueda y selección de fuen-
tes que deben ser sometidas al trabajo de
verificación, contraste, confrontación e in-
terpretación, en el que por cierto el perio-

dista responde a la deontología de la pro-
fesión y a la explicación detallada y creíble
frente a editores, productores y directores
sobre la información, su debida contex-
tualización y la fiabilidad del material o
documento que recibe.

Lo anterior da cuenta de que el análisis
en cuestión se arraiga por un lado en la
ética periodística, en la que la preocupa-
ción al respecto no radica necesariamen-
te en la multiplicación de las filtraciones,
sino en lo inquietante que resultaría que
los periodistas renuncien al pensamiento
reflexivo y crítico sobre las implicancias
de sacar a la luz la verdad, la valoración
imprescindible del interés público y el
deber de informar, y, por otro, resulta
imperativo examinar la gravedad que re-
viste una iniciativa de ley —propuesta
por los senadores Pedro Araya, Luz
Ebensperger, Paulina Núñez, Luciano
Cruz-Coke y Alfonso de Urresti—, que
busca tipificar y sancionar con penas de
cárcel la divulgación de antecedentes de
una investigación penal reservada, lo
que sin duda limitaría la libertad de ex-
presión y omitiría la relevancia del inte-
rés público modificando cuerpos legales
para fortalecer la protección de determi-
nados antecedentes de un proceso penal,
y tipificar su divulgación indebida.

En concreto, que “el que teniendo acce-
so a un proceso penal en cualquier calidad
entregare o informare indebidamente,
piezas o antecedentes relativos a la inves-
tigación, será sancionado con reclusión

menor en cualquiera de sus grados o mul-
ta de 50 a 500 Unidades Tributarias Men-
suales. El que difundiere o divulgare inde-
bidamente las piezas o antecedentes de
una investigación penal, será sancionado
con reclusión menor en su grado medio o
multa de 100 a 500 Unidades Tributarias
Mensuales. Si sobre la información difun-
dida se hubiere declarado reserva, la san-
ción podrá elevarse a reclusión menor en
su grado máximo o multa de 150 a 600
Unidades Tributarias Mensuales”.

No se puede desconocer que la legisla-
ción chilena vigente reconoce la impor-
tancia del interés público en la difusión de
información. La Ley N° 19.733, sobre Li-
bertades de Opinión e Información y Ejer-
cicio del Periodismo, consagra el derecho
de las personas a ser informadas sobre
“hechos de interés general” y define cate-
gorías de hechos que se presumen de inte-
rés público, como aquellos relativos al de-
sempeño de funciones públicas o la comi-
sión de delitos.

La jurisprudencia nacional, tanto de la
Corte Suprema como del Tribunal Cons-
titucional, ha reiterado que la libertad de
expresión e información es una piedra
angular del sistema democrático y por lo
tanto la aparente omisión de una ponde-
ración explícita de interés público consti-
tuye una carencia que debiera subsanar-
se; de otra forma, el derecho fundamental
a la información estaría en juego y se
comprometería seriamente el valor de la
democracia.

Ley Antifiltraciones: la relevancia del interés
público y el derecho a la información

“...la jurisprudencia nacional, tanto de la Corte Suprema como del Tribunal Constitucional, ha

reiterado que la libertad de expresión e información es una piedra angular del sistema democrático...”.

MARÍA JOSÉ LABRADOR BLANES

CECA (Centro de Estudios de Comunicación
Aplicada), Facultad de Comunicaciones UDD

ATENTADO EN
COLOMBIA. Policías
inspeccionan los
daños causados en el
Congreso tras el
estallido de una
poderosa bomba.
Pese a los destrozos,
los parlamentarios
reanudaron sus

labores legislativas bajo estrictas medidas de seguridad. “A pesar del
terrorismo, no vamos a abandonar nuestros puestos”, dijo el
presidente del Senado, Juan Guillermo Ángel. Añadió que el inmueble
será reconstruido, porque es uno de los edificios históricos más
importantes erigidos en Colombia en los últimos dos siglos. 

HOSPITAL NAVAL DE TALCAHUANO. Bajo custodia de la
Armada estaría el general (r) Manuel Contreras, luego de que no se
pudo ejecutar ayer la orden de aprehensión dictada en su contra por
el ministro instructor Adolfo Bañados. 

ACCIÓN JUDICIAL. En calidad de presunto autor de difamación,
injurias y calumnias contra miembros del Congreso Nacional, el
ministro en visita Rafael Huerta resolvió someter a proceso al
exsecretario de Estado Francisco Javier Cuadra, quien en enero
último sostuvo que habría parlamentarios que consumen droga. 

17 de junio de 1995

E L  M E R C U R I O  H A C E  3 0  A Ñ O S

17 de junio de 1975

DIARIO OFICIAL. Entraron
en vigencia las nuevas normas
del Sistema Nacional de Ahorros
y Préstamos que limitan a 500
mil escudos mensuales los
montos de los giros y retiros de
los Valores Hipotecarios
Reajustables. 

MOSCÚ. El secretario general
del PC, Leonid Brezhnev, fue
reelegido por “unanimidad”. 

H A C E  5 0  A Ñ O S

Nobleza de 
la reconciliación

Señor Director:
Don Patricio lo vio claro desde su

primer día como Presidente: Chile debía
reconstruir su democracia “con civiles y
militares”. Era la política pública de la
reconciliación expresada con coraje en el
Estadio Nacional y enfrentando pifias
focalizadas.

Desgraciadamente no hubo el tipo de
seguimiento que se debía. Quizás por eso
hoy estamos como estamos. Cancelables y
polarizados. Solo voces nobles reponen el
tema de manera pública, con la credencial
de ser víctimas de la dictadura. 

Entre ellas destaco la de esa entrañable
humanista que es María Alicia Ruiz-Tagle.
En su carta del domingo sobre los horrores
del pasado y los reclusos ancianos de
Punta Peuco lo sintetiza así: “Cuando
pedimos justicia no la recibimos. 50 años
después nos ofrecen venganza. No es ese el
ejemplo que quiero para nuestra juventud”.

Leo ese párrafo como una apelación al
patriotismo. Si también quieren a Chile los
políticos que hoy tratan de conseguir
nuestros votos, debieran pronunciarse y
actuar en consecuencia. 

JOSÉ RODRÍGUEZ ELIZONDO

FES y un 
debate informado

Señor Director:
La carta (ayer) de Camila Miranda y

Pierina Ferretti, escrita en defensa del
proyecto FES —que busca reemplazar al
CAE— y como respuesta a nuestra co-
lumna, termina haciendo lo opuesto a lo
que promete: no aporta a un debate
informado.

Primero, las autoras eluden el fondo del
argumento sobre la dependencia de las
instituciones de educación superior res-
pecto del Estado, limitándolo solo a una
cuestión económica. Sin embargo, el
problema es más profundo y toca un
principio esencial: la autonomía universi-
taria. Cuando el Estado controla práctica-
mente el 100% de los ingresos, la autono-
mía queda en entredicho. Sobre eso, no se
dice una sola palabra.

Segundo, afirmar que el FES no es un
impuesto porque “no cumple con los
principios básicos del Derecho Tributa-
rio” es, al menos, debatible. Acudir a
tecnicismos para encubrir lo evidente es
una estrategia conocida: las cosas son lo
que son, no lo que los redactores —por
muy bien intencionados que sean—
quisieran que fueran. El FES impone una
obligación de pago a quienes lo toman
(considerando, que se eliminan las becas
como alternativa) y ese pago puede
incluso superar el monto que el Estado
destinó al arancel. Si no es un impuesto,
se le parece bastante. Así lo han señalado
numerosos tributaristas.

Tercero, se nos acusa de tratar el fin
del CAE como una “obsesión ideológica”,
recordando que el Presidente Piñera
también propuso terminarlo. Pero esa
comparación ignora que los proyectos
son diametralmente distintos. Nunca
hemos negado la necesidad de cambios.
Lo razonable habría sido seguir avanzan-
do hacia un crédito contingente al ingre-
so, con tasas subsidiadas, cuotas ajusta-
das a la renta y sin intermediación banca-
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ria. Así se evitaba el desfinanciamiento
universitario que hoy provoca el mal
diseño de la gratuidad.

Que el Estado apoye a estudiantes que
asisten a instituciones diversas —aun-
que no sean del gusto de la autoridad y
de las autoras— es precisamente lo que
distingue a una sociedad libre. Es ahí
donde es evidente el sesgo ideológico del
proyecto.

Reafirmamos que los esfuerzos económi-
cos y de gestión deben enfocarse hoy
—principalmente— en la educación inicial,
antes que en seguir expandiendo recursos
en educación superior.

MARÍA JOSÉ HOFFMANN O. 

CONSTANZA HUBE P.

Síntoma inquietante
Señor Director:
Todo apunta a que nuestro país y su

institucionalidad están más en la órbita
del Ministerio Público que en la senda del
crecimiento, en todos los sentidos. Qué
está sucediéndonos…

EDUARDO RODRÍGUEZ DEL RÍO

No sabía
Señor Director:
No sabía que era rica. 

PATRICIA ESPEJO

Periodista

Promesas fatuas
Señor Director:
El precandidato Gonzalo Winter ha

afirmado que “el Estado impulsará que el
sustituto del cobre y del litio sea descu-
bierto en laboratorios chilenos por cientí-
ficos chilenos”. Sin embargo, esta prome-
sa desconoce la realidad crítica de la
investigación científica en Chile, particu-
larmente bajo el gobierno que él mismo
respalda y del que pretende ser el conti-
nuador natural.

Chile destina apenas un 0,36% del
PIB a investigación y desarrollo (I+D),
mientras que países de la OCDE como
Alemania (3,1%), Corea del Sur (4,8%) o
Finlandia (2,9%) sostienen sistemas
científicos potentes gracias a una inver-
sión constante y seria. 

Incluso países de tamaño comparable
como Portugal (1,7%) o Nueva Zelandia
(1,5%) superan ampliamente nuestro
compromiso. En términos comparativos,
lograr lo que el señor Winter quiere
alcanzar implica ser conscientes de que
universidades pioneras en investigación
como Oxford o Cambridge invierten
anualmente más recursos que el presu-
puesto total que Chile destina a todas
sus universidades públicas para I+D.

Más grave aún es la desorganización
institucional actual. En lo que va de
2024, los investigadores de proyectos
Fondecyt han sufrido importantes retra-
sos en la entrega de recursos adjudica-
dos, afectando pagos de personal, com-
pra de insumos, y cumplimiento de cro-
nogramas. Lo mismo ha ocurrido con los
fondos FONDEF. Esta ineficiencia provie-
ne de la Agencia Nacional de Investiga-
ción y Desarrollo (ANID), dependiente
del Ministerio de Ciencia, y pone en
entredicho cualquier discurso de lideraz-
go científico.

La ciencia no se decreta ni se improvi-
sa. Requiere presupuestos estables, ges-

tión profesional y continuidad en el tiem-
po. Antes de prometer descubrimientos
estratégicos, sería más sensato que el
gobierno al que pertenece el candidato
Winter cumpliera con pagar a tiempo lo
ya comprometido con las y los científicos
del país y no los tenga esperando que
caiga maná del cielo.

PABLO AGUAYO WESTWOOD

Negociación
colectiva por rama

Señor Director:
En su respuesta (ayer), Luis Lizama

reconoce ahora que la negociación
colectiva por rama sí existió en Chile
antes de 1968, pero insiste en calificarla
como una “excepcionalidad”. Sin embar-
go, los datos históricos desmienten esa
caracterización.

Ya en los años 30 y 40 existen registros
de tarifados por sector en rubros como la
gráfica (1935 en Santiago y 1936 en Valpa-
raíso), la hotelería (1936 en Santiago), el
calzado (1940) y la electricidad (1941). Los
ejemplos posteriores recurrentes sugieren
una prolongación y un enriquecimiento de
las prácticas tempranas de tarifado de
salario mínimo. 

Hacia finales de la década de los 50 y
principios de la de los 60, se expandieron
procesos de negociación multiempleador y
por rama, promovidos también por sindica-
tos profesionales, en sectores como la
minería, la construcción, la molinería,
panadería, los puertos y otros menos
conocidos, como las peluquerías, las radio-
difusoras y las chancherías. 

En 1962, una misión del Bureau of
Labor Statistics (EE.UU.) que visitó el
país señalaba: “el auge de negociaciones
colectivas exitosas a nivel de federa-
ciones ocupacionales y sus respectivas
asociaciones patronales ha sido significa-
tivo, desplazando efectivamente la nego-
ciación fuera de los estrechos márgenes
de la planta individual”.

Teniendo en cuenta estos elementos, la
ley de 1968 no fue el punto de partida, sino
una formalización y un refuerzo de un
proceso que ya estaba en marcha. 

En relación con el anhelo de desarro-
llar la negociación por rama, la evidencia
reunida en investigaciones académicas,
tesis y publicaciones institucionales
—como las de la Dirección del Trabajo—
demuestra que está muy presente en el
movimiento sindical actual, como ya
ocurrió antes en la historia sindical chile-
na. Lo que molesta, se puede entender, es
su potencial para alterar los equilibrios
de poder.

KARINA NARBONA T.

Antropóloga social, Fundación SOL

GONZALO DURÁN S.

Economista, académico U. de Chile e investigador de
la Fundación SOL

Negociación
colectiva de facto

Señor Director:
Con gran sorpresa he leído una carta en

“El Mercurio”, de representantes de la
Fundación Sol, centro de investigación de
apoyo en las luchas sociales y sindicales,
en la que como justificación de las bonda-
des de la negociación colectiva ramal
mencionan que en nuestro país: “se nego-
cia de facto de manera sectorial”.

Mi asombro radica en la utilización
como argumento, de un centro de inves-
tigación, una abierta infracción a la
Constitución y a la ley que regula el
derecho a negociar y el derecho a la
huelga. La norma constitucional prohíbe
la huelga y la negociación colectiva
ramal de los funcionarios públicos; sin
embargo, esta anomalía jurídica no es
cumplida por los ministerios y autorida-
des del sector.

La justificación de facto que infringe la
Constitución y la ley no pueden permitirse
en un Estado de Derecho porque, además
de la vulneración en sí misma, afecta la
igualdad ante la ley estableciéndose una
abierta discriminación en favor de los
empleados públicos en perjuicio de los
trabajadores.

Sobre la infracción de la Constitución y
la ley por parte de las autoridades públi-
cas recaen responsabilidades políticas y
administrativas. Por un mínimo de respe-
to a nuestra institucionalidad estas con-
ductas deberían ser corregidas, y no
esperar que sea la Contraloría General de
la República la que tenga que llamar a
instruir sumario y proceder a las sancio-
nes administrativas que imponen el cargo
y los descuentos de remuneración en el
caso de los funcionarios públicos que al
paralizar dejaron de ejercer actividades.

ZARKO LUKSIC

Abogado

Dilema entre castigo
e inclusión social

Señor Director:
Esta semana se votará en el Parlamen-

to una modificación legal para endurecer
las penas de la Ley 20.084, y aumentar
las sanciones de 5 a 10 años para adoles-
centes de 14 a 16 años que cometan
delitos graves.

Este debate pone sobre la mesa el
dilema entre el castigo y la inclusión
social, pues utiliza la fragilidad del mo-
mento de duelo que viven las víctimas de
delitos violentos y reprochables, como
forma de justificar una venganza elevan-
do el castigo.

Los países que han avanzado en mayor
paz social han ido cambiando el castigo
por prácticas de Justicia Restaurativa
que, junto con ejercer un reproche al
ofensor, incluyen a las víctimas y a la
comunidad para avanzar en procesos de
no repetición, de reparación y de restau-
ración de la paz social.

En Chile, durante los últimos años, se
han generado cambios sustantivos en el
Sistema Penal Juvenil. 

Sin ir más lejos, en 2023 se comenzó
a implementar la Ley 21.527, que crea el
Servicio Nacional de Reinserción Social
Juvenil, e introduce modificaciones a la
Ley 20.084 sobre responsabilidad penal
adolescente y a otras normas que indica. 

Esta nueva institucionalidad está en
proceso de completar su implementa-
ción en el año 2026 y contempla una
evaluación una vez esté en ejecución
completa, para hacer las modificaciones
que se requieran.

Por ello, el llamado es a apoyar la
implementación de esta ley con un debate
serio sobre evidencias científicas y con
altura de miras, para avanzar en una
mayor paz social.

MILAGROS NEHGME CRISTI

Directora ejecutiva 
Corporación Opción

Decomisos 
de Misotrol

Señor Director:
Por años el ingreso ilegal de pastillas

para abortar se repite con alarmante
regularidad en Chile. Decomisos recien-
tes de Misotrol —en cargamentos pro-
venientes de Perú y Bolivia— confirman
una realidad que persiste: ante la penali-
zación del aborto, las mujeres siguen
recurriendo a canales informales, sin
acceso a controles médicos ni garantías
sobre los fármacos. Por mucho que
algunos quieran creer que prohibir el
aborto lo elimina, lo cierto es que lo
único que logra es revelar el fracaso de
un sistema que, al no ofrecer alternati-
vas legales y seguras, empuja a miles de
mujeres a poner sus vidas en peligro.

En este contexto, el proyecto presen-
tado por el Gobierno, que busca legalizar
el aborto hasta las 14 semanas y regular
su prestación en la atención primaria y
hospitalaria, adquiere una dimensión
esencialmente protectora. No se trata
solo de autonomía reproductiva: es una
estrategia de salud pública y de seguri-
dad sanitaria. Al establecer protocolos,
controles farmacéuticos y supervisión
institucional, se reduce el espacio para el
mercado clandestino, el fraude y el
contrabando.

Hoy en un Chile donde se estima que
entre 40.000 y 170.000 abortos clandes-
tinos ocurren cada año, regular la inte-
rrupción voluntaria del embarazo hasta
las 14 semanas no es una concesión ideo-
lógica, sino una medida proactiva para
proteger la salud de las mujeres y acotar
la influencia de redes ilícitas. Si hoy el
foco está en la seguridad, este proyecto
no solo responde a un mandato ético, sino
que a una necesidad urgente de avanzar
en mayor protección ante el contrabando
y los procedimientos clandestinos.

DANITZA PÉREZ

Académica Facultad de Derecho UDP

Se puede
Señor Director:
Gran desafío tiene el Unimarc en el

legítimo desarrollo de su proyecto en
Zapallar. Le recomiendo echar un vistazo al
Starbucks de Antigua, Guatemala, sitio
declarado Patrimonio de la Humanidad de
la Unesco. Su armónico diseño y funcionali-
dad conversa totalmente con el espíritu de
ese maravilloso lugar. Se puede…

CAMILA BENAVENTE A.

Ingeniero comercial

Zapallar
Señor Director:
No me había dado cuenta de lo impor-

tante que era la ciudad de Zapallar. 
HORACIO SCHMIDT CORTÉS

Arquitecto

17 de junio de 1925

ADMINISTRACIÓN. La
comisión encargada de redactar
las reformas constitucionales
aprobó el proyecto de
descentralización presentado
por el Presidente Alessandri. 

TRAGEDIA FERROVIARIA.
Un tren en que viajaban 250
pasajeros se volcó en Nueva
Jersey debido a un accidente en
la vía. 
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